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I. INTRODUCCIÓN
Las transformaciones actuales de las Asambleas parlamentarias han determinado como una de sus fundamentales consecuencias la emergencia de una serie de nuevas funciones que han venido siendo englobadas bajo las genéricas denominaciones de “otras funciones” y de “funciones no tradicionales” del Parlamento.

Se trata de un conjunto de funciones-poderes parlamentarias cuyo rasgo esencial consiste en su delimitación por contrate con las tradicionales competencias legislativa, presupuestaria y de control de la acción del gobierno que, a todas luces, conforman el núcleo básico de funciones-poderes del Parlamento, tal como se ha consagrado a nivel doctrinal
 y normativo
.

La falta de un estudio en profundidad sobre las nuevas funciones que se vienen encomendando a las Asambleas parlamentarias ha llevado a  su indiscriminada inclusión dentro de las categorías “de urgencia” que acabamos de señalar. Así la difícil explicación de qué sean o en qué consistan estas nuevas competencias parlamentarias se resuelve a través del socorrido expediente de afirmar su irreductible heterogeneidad y, en consecuencia, pasar a delimitarlas negativa y residualmente como aquellas “otras” funciones “no tradicionales”.

En efecto, todas esas competencias son “otras” y “no tradicionales”, porque, como acabamos de adelantar, no son las tres clásicas. Sin embargo, este criterio negativo de delimitación no resulta tampoco operativo pues cabe preguntarse en qué sentido no son esas tres clásicas.

Tres han sido las propuestas que se han utilizado para delimitar esta categoría y, consiguientemente, responder a la anterior cuestión:

a) se trata de funciones, en todo caso, residuales y menores que presentan escasa trascendencia en el cuadro de las funciones-poderes parlamentarias;

b) se trata de funciones que se presentan con el carácter de ius novum y su rasgo esencial es el de no haber sido tradicionalmente asumidas por el Parlamento con anterioridad; 

c) se trata de competencias que no pertenecen a la esencia de las Asambleas parlamentarias y que, consecuentemente, no han de ser ejercidas forzosamente por ellas.

En cualquier caso, los tres criterios concurren a delimitar la categoría en estudio, pues, ciertamente, todas las funciones parlamentarias no tradicionales participan, de una o de otra manera, de estas tres características. 

Buena prueba de ello viene representada por la elección parlamentaria de cargos públicos, una de las más destacadas de las funciones no tradicionales tal como ha señalado la doctrina científica reiteradamente y en la que encontramos la presencia de los tres elementos anteriormente señalados
.
La elección parlamentaria de cargos comparece como una función que, sin perjuicio de su desarrollo experimentado en la última hora, no puede más que caracterizarse de menor, máxime si se la compara con la función legislativa y la de control de la acción del Gobierno; por otra parte, la elección parlamentaria de cargos, al menos en sus rasgos actuales que examinaremos en profundidad en el punto II.2 de esta comunicación, puede considerarse novedosa.

Asimismo, y en este punto conviene detenernos, el Tribunal Constitucional español ha declarado a propósito de la elección parlamentaria de cargos públicos que el artículo 66.2 C.E.
 establece una distinción entre un primer grupo de funciones parlamentarias integrado por la función legislativa, la presupuestaria y la de control de la acción del Gobierno y  un segundo grupo, compuesto por “las demás competencias que les atribuya [a las Cortes Generales] la Constitución” a los efectos de  evidenciar que  las funciones del primer grupo  son aquéllas que las Cortes Generales “forzosamente han de cumplir y que la ley no puede atribuir a otro órgano” (Fundamento Jurídico 12º  de la  Sentencia 108/1986, de 29 de julio,  del Tribunal   Constitucional).   

En las siguientes líneas nos centraremos en la elección parlamentaria de cargos públicos como arquetipo de las “otras” funciones “no tradicionales” del Parlamento.

II. LA ELECCIÓN PARLAMENTARIA DE AUTORIDADES

Como de todos es sabido, las Asambleas Parlamentarias de los regímenes presidencialistas, por influencia del sistema norteamericano, han venido interviniendo tradicionalmente en los procesos de nombramiento de oficiales públicos mediante la necesidad de que las propuestas de designación de los miembros del Gobierno, de los altos funcionarios del Ejecutivo, de los Jueces y Magistrados y de otros empleados públicos que el Presidente le someta cuenten con su consejo y consentimiento (fórmula “advise & consent ”
).

A diferencia de lo que ocurre en los sistemas presidencialistas, en los regímenes parlamentarios la participación de las Asambleas legislativas en el nombramiento de cargos no se ha realizado a través de la inexistente función de autorización de las propuestas gubernativas de Autoridades públicas. 

Muy al contrario, en los regímenes parlamentarios la intervención de las Asambleas legislativas en la investidura de Magistraturas públicas se ha realizado mediante la elección de dichos cargos, función que se ha considerado tradicionalmente una actividad parlamentaria menor y marginal. “Nombrar los Magistrados de todos los Tribunales civiles y criminales” y “proveer todos los empleos civiles y militares”  -por utilizar los términos propios del artículo 171. 5º de la Constitución española de 1812- constituían prerrogativas regias en modo alguno cercenadas por unas Asambleas representativas excepcionalmente encargadas de la elección de un elenco limitado de Autoridades.

Esta tradicional consideración de la elección de cargos como actividad parlamentaria menor ha motivado que los estudiosos del Derecho Constitucional y del Derecho parlamentario le hayan prestado escasa atención y que, como consecuencia de ello, las dificultades de comprensión de esta actividad parlamentaria comiencen por su propia denominación y se extiendan a cuestiones tan trascendentales como su evolución histórica o, incluso, su caracterización general.  


A continuación intentaremos, precisamente, acometer su caracterización, reconstruir su evolución histórica y tratar sus cuestiones fundamentales.

II.1. Caracterización  de la elección parlamentaria de Autoridades

El nombramiento parlamentario de Autoridades es el acto por el que una persona es llamada por el Parlamento a ocupar un cargo público. 

Consiste, pues, en la específica y concreta capacidad de señalar a cierto sujeto como miembro de un órgano público, determinando todos aquellos actos tendentes a conseguir tal señalamiento. En esta inteligencia, la designación parlamentaria presenta un contenido sustantivo, cuyo objeto tan sólo puede venir definido por el solo señalamiento de una persona como titular de un órgano público y que, en consecuencia, se agota con el acto final por el que éste se realiza. 

La potestad de nombramiento presenta perfiles claramente delimitados y, por ello, diferenciados de los de otras potestades que los Parlamentos ejercen como posibilidades normativas de la Ley, como la facultad de creación de órganos públicos o la genérica potestad de determinación de su  régimen jurídico, la cual comprende la fijación de los requisitos exigibles a cualquier candidato a ocupar un empleo público, la determinación del sentido de su actuación e, incluso, la concreta instancia habilitada para designar a los componentes de dicho órgano. Todas estas facultades, en todo caso, son diferentes de la de designar y son, así mismo,  legisladas por el Parlamento.

Debemos hacer notar, asimismo, que el llamamiento realizado por el Parlamento se ha de distinguir indefectiblemente por su específico modo de ser, basado en su condición representativa, en el debate sometido a publicidad y en su conformación dialéctica. Por tanto, una designación parlamentaria consiste en una elección caracterizada por su legitimidad, por la exposición pública de las razones que la fundamentan y por la participación en ella tanto de la mayoría como de la oposición políticas. Estos elementos constituyen el proprium de la elección de autoridades realizada por el Parlamento, diferenciándola de otras formas de investidura como el nombramiento gubernativo, la designación por herencia, la elección  por sorteo o la elección popular. 

Dicho llamamiento sólo puede vertebrarse mediante una elección.  Ésta es desarrollada primordialmente por el Pleno, si bien, y de manera excepcional, puede ser realizada por las Comisiones o por la Mesa.  En los Parlamentos bicamerales la elección se atribuye, bien al Pleno u otros órganos de cada una de las Cámaras, bien a ambas Cámaras, en cuyo caso éstas pueden reunirse en sesión conjunta, nombrar una Comisión mixta encarga de realizarla o establecer un complicado procedimiento de colaboración consistente en que una de las Cámaras realiza la elección de una persona y la otra procede a su ratificación.

Toda elección parlamentaria se caracteriza, en primer lugar, por su especial dignidad conferida por la cualidad legitimadora del propio Parlamento, al haber entroncado con el órgano que constituye la expresión institucionalizada del principio político-representativo. Debemos, asimismo, recordar que esta legitimidad democrática primaria presenta una redoblada significación en los regímenes asentados formalmente sobre su legitimidad monista, pues las únicas Autoridades distinguidas con ella son las elegidas por el Parlamento. 

Como segunda de las características de la elección parlamentaria debemos señalar la intervención en ella tanto de la mayoría política como de la minoría. Al margen de la participación en la deliberación parlamentaria sobre la idoneidad de los candidatos, la minoría puede intervenir de una manera real y efectiva en la elección mediante la exigencia de mayorías reforzadas, en cuyo caso la mayoría política ha de alcanzar un compromiso con ella, con el cual puede conseguirse la neutralización política de la Autoridad elegida.  

La tercera de las notas de una elección parlamentaria se refiere a la deliberación pública sobre las razones que la han avalado. En toda elección parlamentaria, tanto la mayoría política como la minoría deben someter a discusión y enmienda los motivos que fundamentan su propuesta de nombramiento, referidos a los antecedentes, méritos profesionales e idoneidad del candidato, y debe acreditar el cumplimiento por parte de éste de los requisitos objetivos constitucional o legalmente exigidos.
A nuestro juicio la elección de cargos constituye, a todas luces, una función parlamentaria independiente. A esta conclusión no sólo llegamos partiendo de consideraciones como su presencia en la mayor parte de los Parlamentos actuales, la amplia nómina de Autoridades de elección parlamentaria o la aparición de los procedimientos electorales; a tal conclusión llegamos porque esta competencia parlamentaria presenta dos rasgos esenciales que, en nuestra opinión, caracterizan a toda función parlamentaria: su autonomía y su indispensabilidad. En efecto, la elección de Autoridades comparece, de un lado, como una actividad distinta de las funciones legislativa, de control de la acción del Gobierno y, también, de la de indirizzo político, dado que la elección se agota con el acto del específico señalamiento, sin que se extienda a la determinación del comportamiento del elegido y de sus relaciones con el Parlamento, extremos que son configurados por el Parlamento en ejercicio de su función legislativa; asimismo, constituye una actividad que pertenece a la esencia de los Parlamentos, pues existen determinados cargos públicos cuya designación ha de ser encomendada al Parlamento, dado que han de recibir la transferencia de legitimidad que sólo se encuentra en esta institución.

II.2. La elección parlamentaria de Autoridades en su Historia

Una vez caracterizada la elección parlamentaria de Autoridades en los términos anteriormente considerados, debemos hacer referencia a su historicidad dado que, efectivamente, la misma constituye, junto con el nombramiento real, la elección popular y el sorteo, una de las principales formas históricas de nombramiento de las Magistraturas públicas, presente en las Asambleas representativas de las principales organizaciones políticas históricas. Un repaso por su historia particular así lo demuestra.

Así, la Gerusía, la corporación parlamentaria hispano-cartaginesa, designaba a la mayor parte de los Magistrados; 

-el Senado Romano, igualmente, nombraba algunas Autoridades públicas como, por ejemplo, determinados embajadores; 

-por su parte, las corporaciones representativas de los distintos reinos germánicos elegían a sus reyes, como así sucedió en la de los Reyes de la Monarquía hispano-visigótica y, por influencia de ésta, en la de los Reyes de los incipientes Reinos cristianos de la Alta Edad Media, como el astur-leonés.

Los distintos Preparlamentos de la Baja Edad Media y de la Edad Moderna tuvieron encomendado el nombramiento de una serie de Magistraturas entre las que no sólo se encontraba el Rey, en el caso de las Monarquías electivas, o los miembros de la Regencia y los tutores del Rey menor, en el caso de las Monarquías hereditarias, sino también otros oficiales públicos. Entre ellos podemos citar 

-la designación de los miembros de las diversas Diputaciones dependientes, respectivamente, de las Cortes catalanas, valencianas y navarras, que constituyen precedentes de los actuales órganos parlamentarios auxiliares;

-la de los jueces del Tribunal dependiente de las Cortes de Aragón que tenía encomendado el enjuiciamiento del Justicia Mayor de Aragón en determinados supuestos. 

Asimismo, la elección parlamentaria de Autoridades ocupa un lugar destacado en el pensamiento político de la Edad Moderna, apareciendo como forma ideal de designación de Magistraturas en obras señeras de la tradición utópica como La Ciudad del Sol, Utopía o La República Perfecta.
La elección de personas también fue una de las competencias ejercidas por las Asambleas representativas previstas en las diferentes Cartas coloniales norteamericanas, hasta el punto de que en el siglo XVII fue la forma de nombramiento de Autoridades más importante junto con la elección popular y, llegado el siglo XVIII, se convirtió en la forma coiné de todas ellas. 

A pesar de esta tradición colonial, la elección de Autoridades no fue atribuida al Congreso de los Estados Unidos. Las razones de esta decisión se esgrimieron en varias de las sesiones de la Convención de Filadelfia y, en esencia, apuntaban a la realidad de que, tal y como comentaba HAMILTON en El Federalista:

 “en todo caso en que se ejercite este poder de hacer nombramientos por una asamblea, debemos estar preparados para ver en plena acción todas las antipatías y las simpatías, los antagonismos y las preferencias, las aficiones y las animadversiones, tanto particulares como de partido, que experimentaron los distintos componentes de la Asamblea”
.

En cualquier caso, la designación parlamentaria de Magistraturas públicas no desapareció totalmente del sistema norteamericano, pues ésta se conservó, bien que como una de las peculiaridades del modelo federal de este país, para la designación por parte de las Legislaturas estatales de los Senadores correspondientes a cada uno de los Estados hasta 1913, año en el que se aprobó la XVII Enmienda constitucional que sustituyó la elección parlamentaria de los Senadores por la elección popular. 

Excluida la elección parlamentaria de Autoridades como una de las funciones del Congreso de los Estados Unidos y, con ello, como una de las funciones de los Parlamentos de los Estados de los regímenes presidencialistas, la elección de Autoridades sólo podía existir como competencia de los Parlamentos de los nacientes Estados constitucionales europeos. Por ello, esta función aparece vinculada a la evolución del principio de separación de poderes y de la estructura orgánica de los Estados de la forma de gobierno parlamentaria. Tal vinculación nos ha permitido trazar tres fases de su evolución.

La primera de ellas abarca desde  principios del siglo XIX hasta el primer tercio del siglo XX y se caracteriza por la presencia de un reducido número de Autoridades de elección parlamentaria y por la inexistencia de los que podríamos denominar como “procedimientos electorales”, en la línea de M. PRÊLOT, quien examina en el Capítulo XV de su Droit Parlamentaire Français las “procédures electorales”
. 

En esta etapa el Parlamento designaba a las siguientes categorías de cargos públicos:

-aquellas Magistraturas que necesariamente habían de recibir la legitimidad del Parlamento en su condición de fons legitimidade, como los Presidentes de la III República francesa; 

-a los componentes de una serie de órganos parlamentarios auxiliares, como los distintos Tribunales de cuentas y Ombudsmen; a los Jueces de los Altos Tribunales de Justicia, como los Magistrados del Tribunal del Imperio Austríaco; 

-a los miembros de órganos sui generis presentes en los momentos originarios de formación del Estado Constitucional y que irían desapareciendo conforme el magno edificio de este tipo de Estado se construya, como, por ejemplo, la Junta Suprema de Censura prevista por los Decretos de Libertad Política de Imprenta y que constituye la primera elección encomendada a las Cortes españolas.

La historia de los nombramientos parlamentarios en Europa entra en su segunda fase con la creación de los distintos Tribunales Constitucionales en el primer tercio del siglo XX. Se considera entonces que uno de los mecanismos fundamentales para asegurar la independencia, y así la imparcialidad, de los componentes de estos Tribunales es la atribución de su nombramiento a la institución parlamentaria. Con ello, la elección de Autoridades por el Parlamento aparece vinculada ya no sólo a la naturaleza representativa de esta institución; aparece ahora relacionada, por primera vez, a su singular conformación dialéctica que posibilita que sus todas sus decisiones, y como una de ellas la designación de cargos, hayan sido acordadas por el complejo Gobierno-mayoría parlamentaria y la minoría parlamentaria.

II. 3. La elección parlamentaria de Autoridades en la actualidad

La tercera etapa de la elección de Autoridades, la actual, comienza hacia finales de la década de 1970 con la aparición de las denominadas “autoridades administrativas independientes” y llega hasta la el momento presente.

El primer rasgo del nombramiento de titulares de órganos públicos en esta tercera etapa es su presencia en el acervo competencial de la mayor parte de las instituciones parlamentarias.

Frente a los dieciséis Parlamentos nacionales europeos que en 1977 elegían cargos públicos
, hoy todos ellos tienen encomendada esta actividad, tanto los de Estados semi-presidencialistas, como los de Estados parlamentarios (España, Italia). Los Parlamentos territoriales tampoco han permanecido ajenos a este fenómeno. Un examen de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas españolas evidencia cómo la designación de cargos no figuraba al principio entre sus atribuciones y cómo a partir de la segunda o tercera de sus respectivas Legislaturas se incorpora al conjunto de ellas.
Su segunda característica consiste en el aumento constante y continuo de la nómina de Autoridades cuyo nombramiento se encomienda a los Parlamentos.

Efectivamente, hoy las Asambleas representativas no sólo nombran a los miembros de sus órganos auxiliares, sino también a los titulares de las Autoridades independientes, cuyo número y variedad aumenta exponencialmente en el ámbito de los Parlamentos Territoriales. Buen ejemplo de ello es la variopinta constelación de órganos públicos cuyos componentes son nombrados por  los Parlamentos de las Comunidades Autónomas españolas, entre los que se encuentran desde Asambleas de Cajas de Ahorro (Asamblea de Madrid), hasta Institutos de Estadística (Parlamento Vasco) y desde Consejos de Desarrollo Agroalimentario (Junta General del Principado de Asturias) o Institutos Generales de Artes Escénicas y Musicales (Parlamento de Galicia) hasta Institutos de la Mujer (Cortes de Aragón). Se tratan todos estos órganos de “autoridades administrativas independientes” que, en palabras de Sala Arquer pueden ser definidas de la siguiente manera: “uno de los fenómenos más interesantes del Derecho Público en la hora actual es la aparición de una serie de instituciones que -de modo más o menos explícito- hacen de la independencia frente a directrices político-gubernamentales, nota esencial de su régimen jurídico”. Para este mismo autor el fundamento de la creación de estas instituciones en la “necesidad de colocar fuera de la contienda política partidista determinadas funciones administrativas singulares”
.
El tercero de los perfiles de la actual elección parlamentaria de cargos se refiere a la regulación pormenorizada de sus procedimientos, constituyendo el exponente más perfecto y acabado de esta nueva realidad los procedimientos de nombramientos de las Cortes Generales en los que los candidatos propuestos a ocupar cargos públicos han de comparecer ante Comisiones de nombramientos encargadas de informar sobre su idoneidad y su cumplimiento de los requisitos legalmente exigidos.

El cuarto de ellos ha sido la emergencia con carácter significativo de un conjunto de distorsiones prácticas, vinculadas al denominado Estado de partidos, en virtud de las cuales los distintos partidos políticos “sustituyen” al Parlamento en el ejercicio de esta función y se reparten entre sí la designación de las distintas Autoridades cuya elección le corresponde a éste, fenómeno conocido como “sistema de cuotas” o “coutificación”
. 

De la realidad actual de la elección de cargos públicos en los regímenes parlamentarios representan buen ejemplo los casos de las Cortes Generales españolas y el Parlamento italiano.

La Constitución española regula la designación de Autoridades públicas por las Cortes Generales de la siguiente forma:   
1º) Sus  artículos 66.2 y 79.2 encomiendan a las Cortes Generales la “elección de personas”, al disponer, respectivamente, que “las Cortes Generales […] tienen las demás competencias que las atribuya la Constitución” y que “los acuerdos parlamentarios, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes sin perjuicio de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para elección de personas establezcan los Reglamentos de las Cámaras” (la cursiva es nuestra); 

2º) La C.E. confiere al nombramiento de Autoridades un tendencial valor como forma, siendo tendencia de toda elección parlamentaria de Autoridades la exigencia de una mayoría especial para su validez; 

3º) La C.E., asimismo, remite la regulación de los términos en que se desarrollará toda elección de Autoridades a la autonomía reglamentaria; 

4º) Por último, la C.E. atribuye a las Cortes Generales la designación del Defensor del Pueblo (art. 54), el nombramiento de la Regencia (art. 59) y, en determinadas circunstancias, el del tutor del Rey menor (art. 60.1); la C.E., asimismo, atribuye tanto al Congreso de los Diputados como al Senado la propuesta de designación de cuatro miembros del Consejo General del Poder General (art. 122.3) y de cuatro miembros del Tribunal Constitucional (art. 159.1)
.
Por su parte, la Constitución italiana regula la designación de Autoridades del Parlamento italiano en los siguientes términos: 

1º) Toda elección de Autoridades públicas se atribuye al Parlamento reunido en sesión conjunta, al Parlamento in seduta comune. 

2º) La Constitución italiana establece una cuasi-identificación entre designación de Autoridades y Parlamento in seduta comune, ya que éste sólo se reúne en una serie de supuestos que son, básicamente, los de elección de Autoridades. 

3º) La Norma Constitucional prescribe que los únicos nombramientos que podrá realizar el Parlamento italiano son los expresamente contemplados en ella: el del Presidente de la Repubblica (art. 83.1);  el de un tercio de los componentes del Consiglio Superiore della Magistratura (art. 104) y el de cinco Magistrados (Giudici) de la Corte Constitucional (art. 135). Mención aparte merece la originaria elección parlamentaria de los dieciséis Jueces agregados que han de resolver el procedimiento de acusación al Presidente de la República, hoy convertida en una designación realizada por el Parlamento mediante sorteo y no mediante elección.
Para concluir esta caracterización de la elección parlamentaria en la actualidad podemos señalar como su quinta y última característica su transformación en una de las competencias parlamentarias de mayor significación, así como en una de las principales formas actuales de investidura de Autoridades hasta el punto de que podemos afirmar que su importancia ha puesto de manifiesto la necesidad de atraer a la órbita parlamentaria la decisión sobre la designación de cargos públicos, posibilitando y determinando la aparición de nuevas formas de participación en el nombramiento de Autoridades al margen de ella misma, tales como 
-la designación  por acto del Presidente de la Cámara; 

-la imposición al Gobierno de recabar del Parlamento informe no vinculante sobre su propuesta de nombramiento de determinada Autoridad;

 -la comparecencia obligatoria del Gobierno para informar de los criterios que fundamentan sus propuestas de nombramiento

-e, incluso, la autorización de las propuestas de designación formuladas por el Gobierno, propia de los regímenes presidencialistas.
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� Estas últimas funciones se recogen, precisamente, en la clásica taxonomía de las funciones parlamentarias establecida por BAGEHOT en The English Constitution. Según este autor, el Parlamento tiene asignadas las funciones legislativa (“the function of legislation”) y la de investidura del Gobierno (“the elective function”), pero éstas las desarrolla de una manera privativa y específica a través de la cual se cumplen otras tres funciones enderezadas a controlar y limitar el poder de los gobernantes sobre los gobernados: la de manifestar la opinión política del pueblo (“is what I call an expressive function. It is its office to express the mind of the English people on all matters which come before it”); la de adoctrinar a la Nación (“The third function of Parliament is what I may call [...] the teaching function. A great and open council of considerable men cannot be placed in the middle of a society without altewring that society. It ought to alter it for the better. It ought to teach the nation what it does not know”); por último, la de informar a la Nación del contenido de sus decisiones (that to some extent it makes us hear what otherwise we should not”), WALTER BAGEHOT The English Constitution with an Introduction by the First Earl of Balfour, Oxford University Press, London, 1968, p. 117. 


� No existe texto constitucional en el que no aparezcan encomendadas a la institución parlamentaria las funciones legislativa, presupuestaria y de control. Como ejemplo podemos citar la regulación de las Constituciones italiana y española. La Constitución italiana de 27 de diciembre de 1947 establece en su artículo 70 que “La función legislativa será ejercida colectivamente por entrambas Cámaras”; en su artículo 81 que “Las Cámaras aprobarán cada año los presupuestos y la Cuenta General del Gobierno presentados por el Gobierno” y en su artículo 95  que “El Presidente del Consejo de Ministros dirigirá la política general del Gobierno y será responsable de ella [...] Los Ministros serán responsables solidariamente de los actos del Consejo de Ministros e individualmente de los actos de sus respectivos Parlamentos [...]”. En esta misma línea se encuentra la Constitución española de 1978 en su artículo 66, cuyo tenor literal se contiene en la nota 4 de este trabajo. 


� Como botón de muestra de que la elección de Autoridades es considerada por parte de la doctrina como una función “no tradicional” sirva, por todos, la opinión de L. AGUILÓ LÙCIA, quien examina la designación por las Cortes Generales de los vocales del Consejo General del Poder Judicial en la jurisprudencia constitucional como una de las funciones parlamentarias no tradicionales. De hecho, su estudio se intitula de esta manera: L. AGUILÓ LÙCIA, “Las funciones parlamentarias no tradicionales en la jurisprudencia constitucional”, en Parlamento y Justicia Constitucional. IV Jornadas de la Asociación Española de Letrados de Parlamentos, Aranzadi, Pamplona, 1997, pp. 597-601. Como ejemplo de que otros estudiosos del Derecho parlamentario conciben a la función en estudio como una de las “otras”, podemos citar el análisis de A. L. y J. A. ALONSO DE ANTONIO, quienes en su Derecho Constitucional Español examinan la “elección de cargos públicos” como “otra” de las  funciones de las Cortes Generales, A. L. y J. A. ALONSO DE ANTONIO, Derecho Constitucional Español, Universitas, Madrid, 1996, p. 432. En esta línea también se encuentra J. TUDELA ARANDA, tal y como se deduce del título de uno de sus trabajos: J. TUDELA ARANDA,“Las relaciones con otras instituciones y nombramientos. Otras funciones. Hacia un nuevo modelo parlamentario” en  VV.AA., El  régimen parlamentario: propuestas de reforma, Parlamento de Cantabria, Santander, 2000, pp. 422-430.


� Su tenor es el siguiente: “Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución”.


� La Constitución Federal de Estados Unidos de 1787  regula en la Clásula 2ª de la Sección 2ª de su Artículo II la participación de una de las dos Cámaras que componen el Congreso de Estados Unidos, el Senado, en la designación de cargos públicos estableciendo lo siguiente: “He shall have Power, by and with the Advice and Consent of the Senate, to make Treaties, provided two thirds of the Senators present concur; and he shall nominate, and by and with the Advice and Consent of the Senate, shall appoint Ambassadors, other public Ministers and Consuls, Judges of the supreme Court, and all other Officers of the United States, whose Appointments are not herein otherwise provided for, and which shall be established by Law: but the Congress may by Law vest the Appointment of such inferior Officers, as they think proper, in the President alone, in the Courts of Law, or in the Heads of Departments.” 


� HAMILTON, MADISON, JAY, El Federalista o La Nueva Constitución, Versión española y prólogo de G. R. VELASCO, Fondo de Cultura Económica, México, 1943, p. 332.


� M. PRÊLOT, Droit Parlamentaire Français, Universitè de Paris, Institut d’Études Politiques, Les Cours de Droit, Rue St-Jacques, p. 108.


� UNION INTERPARLAMENTARE, Les Parlements dans le monde. Recueil des données comparatives. Preparé par HERMANN, V et MENDEL, F , Presses Universitaire de France, 1977, págs. 829-835


� En 1984 aparece en España el primer estudio sobre esta nueva figura organizativa. Se trata del trabajo del Profesor SALA ARQUER “El Estado neutral. Contribución al estudio de las administraciones independientes”, Revista Española de Derecho Administrativo, nº 42, pp. 401 y 402. Para T. R. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ las autoridades administrativas independientes “constituyeron un fenómeno episódico y coyuntural, como la propia  situación política que les dio vida” T. R. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, “Reflexiones sobre las llamadas autoridades administrativas independientes”, en A. PÉREZ MORENO, Administración Instrumental. Libro homenaje a Manuel Francisco Clavero Arévalo, vol I, Civitas, Madrid, p. 429.


� Esta última es la denominación empleada por A. RALLO LOMBARTE en el Prólogo a la obra de C. PAUNER CHULVI “La designación parlamentaria de cargos públicos”, el único trabajo de investigación sobre esta materia referido a las Cortes Generales, C. PAUNER CHULVI, La designación parlamentaria de cargos públicos, Madrid, Congreso de los Diputados, 2003, p.18.


� Constitución española de 27 de diciembre de 1.978. “Artículo 54. Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales”. “Artículo 59.3. Si no hubiere ninguna persona a quien corresponda la Regencia, ésta será nombrada por las Cortes Generales, y se compondrá de una, tres o cinco personas.”.“Artículo 60.1. Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento hubiese nombrado el Rey difunto, siempre que sea mayor de edad y español de nacimiento; si no lo hubiese nombrado, será tutor el padre o la madre mientras permanezcan viudos. En su defecto, lo nombrarán las Cortes Generales, pero no podrán acumularse los cargos de Regente y de tutor sino en el padre, madre o ascendientes directos del Rey”. “Artículo 122.3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un periodo de cinco años. De estos, doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión”. “Artículo 159.1 El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial”. 
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